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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 9 de 
noviembre de 2023, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera  
Sr. Herrera Campo, Consejero y 
ponente 
 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 

DICTAMEN 424/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 6 de octubre de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos a causa del deficiente 
funcionamiento de la red municipal de saneamiento. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 11 de octubre de 2023, 
se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 424/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Herrera Campo.  

 
Primero.- El 10 de mayo de 2023 D. yyyy presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial frente al Ayuntamiento de xxxx, debido a los 
daños y perjuicios ocasionados en el trastero de su propiedad, sito en el 
sótano del inmueble de la calle ccc1 nº 8 de esa localidad, por la filtración de 
aguas fecales producida desde el 15 de junio de 2022, y que achaca a fugas 
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de la red municipal de saneamiento. Reclama una indemnización de 3.392,40 
euros. 

 
Adjunta a la reclamación copia del DNI, y un informe técnico pericial 

de fecha 11 de febrero de 2023, que describe y valora los daños, incluyendo 
un amplio reportaje fotográfico, y que atribuye la causa de los mismos a “un 
escape de agua por la rotura de la red de saneamiento municipal”, y más en 
concreto de la tubería que transcurre por la vía pública. 

 
Segundo.- El 29 de agosto de 2023 el técnico de Obras y Servicios 

Generales del Ayuntamiento emite informe en el que concluye que “no queda 
suficientemente acreditado que las filtraciones de agua en el trastero de la 
edificación (…) sean responsabilidad municipal”. Y añade que “Con el fin de 
probar o descartar, que las filtraciones en el trastero provengan de la red de 
saneamiento municipal, se debería realizar una revisión, mediante cámara de 
la misma. En el caso de que se probara que las filtraciones provienen de la 
red de saneamiento municipal, este gasto sería objeto de indemnización por 
el Ayuntamiento, al igual que los daños causados en el trastero”. 

 
Tercero.- El 30 de agosto se nombra instructor del procedimiento. 
 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia al reclamante y a ssss 

Compañía de Seguros y Reaseguros S.A. (que reciben la notificación el 8 y el 
5 de septiembre, respectivamente), no consta que hayan presentado 
alegaciones. 

 
 Quinto.- El 26 de septiembre de 2023 el adjunto a Secretaría 
municipal emite informe jurídico, en el que concluye que la reclamación debe 
desestimarse “al no haber resultado acreditado que los perjuicios económicos 
reclamados por el/la interesado/a deriven, ni directa ni indirectamente, de 
acción u omisión alguna imputable al Ayuntamiento”. 

 
Sexto.- El 27 de septiembre inmediato siguiente se formula propuesta 

de resolución desestimatoria de la reclamación, “al no haber sido confirmada 
la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y el 
daño producido”.  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- En cuanto al procedimiento, este debe tramitarse con arreglo a lo 
previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que 
se recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
Pues bien, en este caso se advierte que no se ha puesto de manifiesto 

al reclamante el informe jurídico previo a la propuesta de resolución, pero 
posterior al trámite de audiencia. El artículo 81.1, párrafo primero, de la 
LPAC establece que “Instruidos los procedimientos, e inmediatamente antes 
de redactar la propuesta de resolución, se pondrán de manifiesto a los 
interesados o, en su caso, a sus representantes, para lo que se tendrán en 
cuenta las limitaciones previstas en su caso en la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre”. Ello conlleva que en el trámite de audiencia debe ponerse de 
manifiesto al reclamante toda la documentación obrante en el expediente 
hasta el momento de formular la propuesta de resolución. Lo que, teniendo 
en cuenta el sentido final de este dictamen, deberá tenerse en cuenta por la 
Administración antes de volver a plantear la consulta a este Consejo. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. La competencia para resolverla 
corresponde al Alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que 
pueda existir, conforme a lo establecido en los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local 
(LBRL), en relación con el artículo 92 de la LPAC. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
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4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el 
artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. 
Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra 
un año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre una reclamación de 

responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios ocasionados en un 
inmueble (trastero en sótano), según alega el reclamante, propietario del 
mismo, por el mal funcionamiento de la red municipal de saneamiento. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 
de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en 
la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del 
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
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Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de 
noviembre. 

 
La eventual responsabilidad del Ayuntamiento encuentra además su 

base en el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, el cual establece 
que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, 
parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la Entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios para 

el abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de 
aguas residuales, según lo dispuesto en el artículo 25.2.c) de la LBRL; 
servicio de alcantarillado que, a tenor del artículo 26.1.a) de la misma Ley, es 
de obligatoria prestación en todos los municipios. Lógicamente, el ejercicio 
de tal competencia incluye el mantenimiento de los servicios empleados para 
satisfacerla y el deber de vigilancia y mantenimiento de la red de tuberías.  

 
En el caso examinado, el informe pericial aportado por el reclamante 

considera, tras la visita realizada, que la causa de los daños “es un escape de 
agua por la rotura de la red de saneamiento municipal”, y más en concreto 
de la tubería que transcurre por la vía pública, por lo que la responsabilidad 
correspondería al Ayuntamiento. 

 
Por el contrario, el informe del técnico de Obras y Servicios Generales 

del Ayuntamiento no es suficientemente concluyente para poder afirmar que 
los daños reclamados no tienen su causa en un funcionamiento anormal de 
la red de saneamiento. Dicho informe constata la existencia de filtraciones de 
agua en el trastero, y señala: 

 
»A primeros de octubre de 2022, a través de la empresa qqqq 

SA, se procede a la comprobación y limpieza de la red de saneamiento 
municipal que discurre por la calle ccc1 no detectándose atranques ni 
retenciones de agua. 

 
»Se examinó la red general de saneamiento de la mencionada 

calle y se comprueba que esta red no se encontraba correctamente 
conectada a la red de saneamiento de la calle ccc2, por lo que no evacuaba 
el agua residual de forma correcta sino que se filtraba hacia el terreno. Con 
fecha 7 de octubre de 2022 se procede a la ejecución de un arqueta y 
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conexión de la red de saneamiento de la calle ccc1 con la red de 
saneamiento de la calle ccc2. Estas filtraciones de agua al terreno, por no 
estar correctamente conectada la red de saneamiento de la calle ccc1 con la 
red de saneamiento de la calle ccc2, se encontraban aguas abajo de donde 
se produjeron las filtraciones en el trastero del reclamante, estimándose que 
debido a la gran diferencia de cota entre ambos puntos no tenían ninguna 
relación. 

 
»Con posterioridad a la ejecución de esta obra, que fue la 

última actuación que se realizó en la misma, salvo error u omisión, no se 
comunicó por parte del reclamante que continuaban existiendo filtraciones 
de agua en el trastero, por lo que se supuso que la incidencia estaba 
solucionada”. 
 
 Sobre la base de lo anterior, el mismo informe técnico apunta que la 
fuga puede tener su origen, no en una tubería de la red de saneamiento 
municipal, sino en la acometida domiciliaria que discurre por el subsuelo 
desde las viviendas hasta la tubería municipal, y cuya responsabilidad es de 
los propietarios de las viviendas. Considera que la afirmación del informe 
pericial aportado por el reclamante no se basa en una prueba concluyente, 
como podría ser la revisión con una cámara, sino que se apoya 
“básicamente, según mi entender, en que si hay filtraciones de agua en la 
pared y son de aguas fecales, lo cual tampoco se prueba, provienen de una 
red de saneamiento municipal, desechando que puedan proceder de la 
propia red de saneamiento interior de la vivienda o de la acometida 
domiciliaria, tal y como ha sucedido en varias de otras reclamaciones 
realizadas por el mismo motivo en otros puntos del municipio”. Por ello, 
concluye que no está suficientemente acreditado que las filtraciones de agua 
provengan de la red municipal de saneamiento. 
 
 Ahora bien, tras afirmar lo anterior, ese informe también señala en 
sus conclusiones que: “Con el fin de probar o descartar, que las filtraciones 
en el trastero provengan de la red de saneamiento municipal, se debería 
realizar una revisión, mediante cámara de la misma. En el caso de que se 
probara que las filtraciones provienen de la red de saneamiento municipal, 
este gasto sería objeto de indemnización por el Ayuntamiento, al igual que 
los daños causados en el trastero”. Es decir, no descarta de forma rotunda 
que la filtración pueda tener su origen en la red municipal de saneamiento. 
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 Debe recordarse que, conforme a las reglas sobre la carga de la 
prueba, incumbe al reclamante acreditar los hechos que alega, y a la 
Administración probar las circunstancias que le exoneren de responsabilidad.  

 
Si bien es cierto que en el Dictamen 62/2023 de este Consejo (citado 

expresamente en el informe jurídico de 26 de septiembre de 2023), en un 
caso que se afirma similar y también en xxxx, se concluyó que no había 
quedado acreditada la relación de causalidad entre los daños reclamados y el 
funcionamiento del servicio municipal, también lo es que los informes 
emitidos en referido procedimiento por el propio Ayuntamiento y por la 
contratista del servicio eran muy detallados (“sólida argumentación técnica”) 
y descartaban de forma motivada, con indicación de hechos, actuaciones y 
reparaciones realizadas, que la causa de las filtraciones tuviera su origen en 
la red de saneamiento municipal. 

 
No ocurre lo mismo en este supuesto. Pues, como ya se ha recordado, 

el informe técnico municipal, aunque considera que no está suficientemente 
probado que las filtraciones provengan de la red de saneamiento municipal, 
propone, sin embargo, realizar la revisión de la misma con una cámara para 
confirmar o descartar tal circunstancia. Y no excluye sino que adelanta 
incluso la hipótesis de que llegue así a probarse que las filtraciones 
provienen de la red municipal, lo que abriría paso a la responsabilidad del 
Ayuntamiento por los daños causados en el trastero.  

 
A la vista de ello, ante las dudas que existen, y que el propio informe 

apunta, sobre el origen de las filtraciones, no puede concluirse sin más, 
como hace la propuesta de resolución, que no existe responsabilidad 
patrimonial de la Administración. Estas dudas, junto con la insuficiencia de 
información sobre la causa del daño, impiden a este Consejo emitir un 
pronunciamiento sobre el fondo del asunto. 

 
Por ello, es preciso que, antes de solicitar de nuevo el dictamen de 

este Consejo, se realicen, al menos, las siguientes actuaciones: 
 

- Realización de una revisión con cámara para acreditar o 
descartar que las filtraciones tienen su origen en la tubería general de la red 
de saneamiento municipal, tal y como propone el técnico del Ayuntamiento. 

 
- Nuevo informe de los servicios técnicos, que se pronuncie 

sobre las actuaciones que, en su caso, se realicen y, de forma motivada 
suficientemente, sobre el origen del daño. 
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- Nuevo trámite de audiencia del reclamante, en el que se le 

ponga de manifiesto la totalidad del expediente, incluidas las actuaciones e 
informes citados, así como todos los informes, incluido el jurídico, que 
puedan emitirse antes de formular la propuesta de resolución. 

 
- Nueva propuesta de resolución, que recoja debidamente 

detallados los antecedentes de hecho y los fundamentos jurídicos en los que, 
a la vista de la documentación obrante en el expediente, se sustente la 
propuesta estimatoria o desestimatoria. 
 

Por todo ello, hasta que se realicen las actuaciones citadas, no 
procede pronunciarse sobre el fondo del asunto, sin que, por ello, pueda 
entenderse cumplido el trámite del dictamen del Consejo Consultivo. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa:  
 
En el estado actual del expediente, no procede emitir dictamen sobre 

el fondo del asunto en el expediente de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la reclamación presentada por D. yyyy, debido a los 
daños y perjuicios sufridos a causa del deficiente funcionamiento de la red 
municipal de saneamiento.  

 
 
No obstante, V. E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


